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8626 Sala Segunda. Sentencia 76/1993. de 1 de
marzo. Recurso de amparo 1.830/1990. Con­
tra Sentencia del Juzgado de Instrucción
número 1 de Ronda. en recurso de apelación
formulado contra la dictada por el Juzgado
de Distrito -posteriormente Juzgado de Ins­
trucción número 2- de dicha ciudad. en juicio
de faltas sobre lesiones. Vulneración del dere­
cho a la presunción de inocencia: prueba prac­
ticada sin las debidas garantías.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Diaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.830/90, interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña María Luz
Albacar Medina, en nombre y representación de don
Francisco Rafael Ropero Lorénte, asistido del Letrado
don Fernando Jiménez Millán. contra la Sentencia. pra­
nunciada por el JUzgado de Instrucción núm. 1 de Ronda.
el 28 de mayo de 1990. en recurso de apelación for­
mulado contra la dictada por el. entonces. Juzgado de
Distrito de .dicha ciudad en el juicio de faltas núm.
965/87 sobre lesiones. Ha sido parte el Ministerio Fiscal
y Ponente don José Gabaldón López quien expresa el
parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 14 de julio de 1990 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal demanda de amparo interpues­
ta por la Procuradora de los Tribunales doña María Luz
Albacar Medina. en nombre de don Francisco Rafael
Ropero Lorente. contra la Sentencia del Juzgado de Ins­
trucción núm. 1 de Ronda. de 28 de. mayo de 1990.
desestimatoria del recurso de apelación interpuesto por
el actor contra la dictada por el entonces Juzgado de
Distrito de dicha ciudad -convertido posteriormente en
Juzgado de Instrucción núm. 2-, que lo condenó como
autor de una falta de lesiones, en el juicio de faltas núm.
965/87.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante­
cedentes de hecho:

A) A raíz de una denuncia formulada en Comisaría
por la esposa del recurrente, doña María Díaz Vergara.
por agresión .y malos tratos que imputaba a éste. se
siguió juicio de faltas cuya celebracion. tras haber sido
suspendido en tres ocasiones por falta de citación de
la denunciante. tuvo lugar el 8 de julio de 1988. Com­
parecido únicamente el denunciado, se acordó de nuevo
la suspensión y fue señalado otra vez para el día 11
de octubre del mismo año. En esta última oportunidad
compareció únicamente' el denunciado, quien negó
haber sido el autor de las leSiones e intentó aportar copia
de un certificado de su empresa haciendo constar. al
parecer. que el día de los hechos no se encontraba en
la ciudad. El documento no fue admitido por el Juez
de Distrito.

B) A resultas de la calificación fiscal. que imputó
al demandante la comisión de una falta de malos tratos
del arto 585.1.° del Código Penal y solicitó .para él una
pena de 7.500 pesetas de multa o cinco días de arresto

sustitutorio en caso de impago, el Juzgado pronunció
Sentencia y condenó al recurrente como autor de una
falta de lesiones del arto 582 del Código Penal a siete
días de arresto menor y pago de las costas.

C) Recurrida en apelación la Sentencia indicada. el
Ministerio Fiscal solicitó en el acto de la vista su con­
firmación y el recurrente la revocación de aql!élla Y su
absolución con invocación de la lesión de su derecho
fundamental a la presunción de inocencia. Por su parte.
la Sentencia de alzada aceptó los hechos prObados de
la de instancia y. tras argumentar que el recurrente úni"
camente pretendía sustituir por el propio el fundado cri­
terio del Juez de instancia. desestimó el recurso y con­
firmó en todas sus partes la Sentencia impugnada.

. 3. La demanda de amparo argumenta que la Sen­
tencia condenatoria ha sido dictada en base a indicios
que no han sido probados y se basa exclusivamente
en las afirmaciones de su esposa efectuadas en una
denuncia que la misma no ratificó en el juicio oral. No
existe. pues, la más mínima actividad probatoria ya que
la Sentencia solamente se basa én una denuncia for­
mulada en Comisaría que ni siquiera fue sometida a con­
tradicción en el juicio oral. Por el contrario. la defensa
acreditaba, mediante prueba documental, que no fue
admitida. que el recurrente no se encontraba en Ronda
el día de los hechos.

Por los anteriores motivos, considera que se ha vul­
nerado su derecho constitucional a la presunción de ina­
cencia (art. 24.2 C.E.) y solicita que se dicte Sentencia
estimando el amparo solicitand.o y que se d.eclare la ina­
cencia y, por tanto. la libre absolución del actor.

4. Por providencia de 10 de septiembre de 1990.
la Sección Tercera de la Sala Segunda de este Tribunal
acordó. en aplicación de lo dispuesto en el arto 50.5
LOTC, conceder un plazo de diez días al solicitante de
amparo para que acreditase fehacientemente la fecha
de notificación de la Sentencia y presentase, además.
el poder original que acredite la representación de su
Procuradora y el acta del juicio verbal de faltas.

5. Cumplidos los trámites anteriores. la Sección.
mediante providencia de 17 de diciembre de 1990. deci­
dió admitir a trámite la demanda de amparo y tener
por personada y parte a la Procuradora referida. Del mis­
mo modo. en cumplimiento de lo prevenido en el art.
51 LOTC. acordó reclamar de los órganos judiciales
correspondientes la remisión de testimonio o copia adve­
rada de las actuaciones correspondientes al juicio de
faltas núm. 965/87 y al rollo de apelación núm. 53/88.
así como que se emplazase a quienes hubiesen sido
parte en el proceso principal para que pudiesen com­
parecer en este proceso constitucional a sostener sus
derechos.

6. Por nueva providencia de 11 de noviembre de
1991. la Sección, tras acusar recibo de las actuaciones
remitidas. acordó, conforme al arto 52.1 LOTC. dar vista
a la Procuradora personada y al Ministerio Fiscal para
que. por plazo común de veinte días, formulasen las ale­
gaciones que estimaran pertinentes,

7. El 4 de diciembre de 1991 presentó sus alega­
ciones el Ministerio Público quien comienza mencionan­
do la doctrina general de este Tribunal sobre la pre­
sunción de inocencia. tras lo cual afirma que, atendidas
las notas de concentración e inmediación que carac­
terizan el juicio de faltas. las pruebas deben practicarse
en su totalidad en el juicio oral y, en este caso. no se
ha producido la declaración de la denunciante que hubie­
ra permitido establecer si las lesiones fueron causadas
por el actor.
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Se ha probado la existencia de unas lesiones a través
del certificado médico inicial y el posterior del forense.
El siguiente paso hubiera sido acreditar que aquellas
lesiones habfan sido causadas por el hoy recurrente y
si bien es cierto que esta imputación se hizo en la denun­
cia, el testimonia no fue aportado por la acusación en
el acto del juicio para posibilitar el'contraste y examen
por las partes, lo que impide su consideración como
prueba. Esta conclusión no se ve alterada por el hecho
de que el Juzgado haya intentado citar a la perjudicada
sin resultado. La carencia de prueba sobre la autorfa
supone un vacío probatorio que no permite atribuir al
recurrente la realización de la agresión y de sul¡ con­
secuencias.

El acusado ha negado ser el autor de la agresión.
y frente a esta negativa no se alza actividad probatoria
de cargo debidamente realizada, porque la acusación
sólo ha probado que existió una agresión pero no quién
la llevó a cabo. Por esto, condenar al acusado sin existir
una mínima actividad probatoria de cargo conculca el
derecho fundamental a la presunción de inocencia del
arto 24.2 C.E.

Por estos motivos, el Fiscal interesa que se dicte una
Sentencia estimando el amparo por vulnerar las reso­
luciones recurridas el derecho fundamental a la presun­
ción de inocencia del arto 24.2 C.E.

8. El demandante, en su escrito de alegaciones pre­
sentado el 13 de diciembre de 1991, reproduce el con­
tenido de suescrito de demanda y analiza el desarrollo
del juicio'de faltas en el que fue condenado. Así, comien­
za por apuntar que éste se inició a través de una denuncia
en Comisarfa a la que se acompañaba un certificado
de lesiones por agresión, que la denunciante, afirma
haberle causado el demandante y que éste niega. Sin
otra diligencia más, en el juicio. después de cuatro cita­
ciones a las que acude el denunciado i¡ no su esposa.
se dan por reproducidas las manifestaciones de la última
y los hechos son negados por el marido a quien. a su
vez, se le inadmite la posibilidad de aportar una cer­
tificación acreditativa de que el dfa de autos no estaba
en Ronda.

No obstante no existir otra prueba se dicta Sentencia
condenatoria que es apelada. En la vista del recurso
tampoco comparece la denunciante, se solicita la abso­
lución por el recurrente y la Confirmación de la Sentencia
por el Fiscal. La nueva Sentencia. sin embargo, confirma
la condena. '

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional estable­
ce que en supuestos como el presente no es dable dictar
una Sentencia condenatoria y que nunca puede ser cali­
ficada como prueba una simple denuncia. Procede, pues.
revocar ambas Sentencias. Solicita que se tenga por eva­
cuado el trámite concedido y por hechas las alegaciones
contenidas en su escrito. .

9. Por providencia de 25 de febrero de 199"3. la
Sala acordó fijar el dfa 1 de marzo siguiente para la
deliberación y votación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurfdicos

. 1. En este recurso una vez más se plantea la cues­
tión de la vulneración del derecho- constitucional a la
presunción de inocencia (art. ,24.2 C.E.) relacionada con
la suficiencia de la prueba de cargo que haya permitido
fundar una Sentencia condenatoria. El demandante nie­
ga que exista aquí una prueba de tal naturaleza y que
se haya destruido esta presunción constitucional. pues.
afirma que las Sentencias que lo han condenado como
autor de una falta de lesiones se han basado única y

exclusivamente en una mera denuncia, no ratificada ni
sometida a contradicción en el acto del juicio oral. El
Ministerio Fisc:;al. por su lado, sostiene que de la prueba
obrante en las actuaciones es posible concluir que a
la perjudicada en el juicio de faltas. esposa del actor,
se le han causado unas lesiones, pero no quién ha sido
el autor de las mismas. Existiría asf prueba del hecho
pero no de la autorfa. con lo que coincide con el recurren­
te en la infracción del derecho constitucional que afirma
vulnerado.

2. Este Tribunal ha configurado una doctrina reite­
rada y constante sobre el alcance y garantfas que con­
figuran el derecho fundamental reconocido en el arto
24.2 C.E. relativo a la presunción de inocencia. Este
garantiza que no pueda ser condenada Una persona sin

, que exista prueba verificada legalmente y con todas las
garantfas, que racionalmente pueda ser entendida como
de cargo y destruya aquella presunción.

Sin mayor pormenorización baste al efecto recordar
que. siendo una de las ideaS esenciales en las que se
apoya este derecho fundamental la de que la Sentencia
condenatoria se base en auténticas pruebas. por tales
únicamente pueden tenerse en el proceso penal las prac­
ticadas en el juicio oral (STC 36/1981) y sin que ello
suponga obstáculo para que las diligencias sumariales
se lleven a la vista en condiciones qUElpermitan a la
defensa del acusado someterlas a contradicción y pue­
dan servir de base probatoria (STC 217/1989). ni tam­
poco para reconocer la validez probatoria de los supues­
tos de prueba preconstituida o anticipada respecto de
aquellos actos de la investigación sumarial de los que
se prevea su imposible reproducción en el juicio oral,
en tanto que se garantice también el derecho de defensa
y la posibilidad de contradicción (STC 182/1989).

Interesa particulamente en este caso la doctrina que
limita aquel efecto a las pruebas practicadas en el juicio
oral. ,que es donde tiene lugar el debate contradictorio
ante el Juez o Tribunal que ha de dictar Sentencia. Esta
exigencia es aún mayor, si cabe. en'aquellos procesos
que por su propia configuración lellal carecen· de una
fase de instrucción o preparatoria del juicio oral. como
es el caso del juicio de faltas, en el cual el arto 962
de la L.E.Crim. concentra en el acto de la vista toda
.la actividad del proceso. La concentración e inmediación
que definen la naturaleza de este juicio obligan a prac­
ticar la prueba en ese momento procesal.,

3. De lo dicho se desprende que en el proceso judi- .
cial de que trae calJ'8a este recurso de amparo no se
han respetado las garantías de contradicción e inm&­
diación que ha de revestir la práctica de toda prueba
en el proceso penal.

Las actuaciones del juicio de faltas donde se condenó
al actor se inician mediante una denuncia formulada por
su esposa en Comisarfa, imputándole haberla golpeado
y causado unas heridas a la que acompañaba un parte
médico de las lesiones. Incoado juicio de faltas. el Juez
recibió declaración a la perjudicada. quien se limitó a
ratificarla, y el Médico Forense, por su parte. confirmó
la existenc:;ia de las heridas y emitió el correspondiente
parte de sanidad.

Señalado el juicio oral. fue suspendido por tres veces
consecutivas al no haber sido citada la denunciante, y
una cuarta vez porque ésta. a pesar de ser citada, no
compar~ció. Tanto en esta ocasión como en el acto del
juicio. finalmente celebrado el 11 de octubre de 1988,
el denunciado negó haber sido el causante de las lesio­
nes e intentó justificar su imposible participación en los
hechos a ~ravés de un certificado de su empresa que
establecía su ausencia de la localidad el día de autos.
En esta última ocasión tampoco compareció la denun-
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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis Lópe;¡: Guerra, Presidente; don Euge­
nio Día;¡: Eímil, don Alvaro Rodrlgue;¡: Bereijo, don José
Gabaldón Lópe;¡:, don Julio Diego Gon;¡:ále;¡: Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer; Magistrados. ha pronunciado

SENTENCIA,

En el recurso de amparo núm. 220/91, interpuesto
por don Ramón Andréu Campello, representado por el
Procurador don Francisco Javier Rodrlgue;¡: Tadey y asis­
tido del Letrado don Angel Garcla Botella, contra el Auto
de la Sección Séptima de la Audiencia Provincial da
Valencia de 21 de noviembre de 1990, que de,claró
desierto el recurso 'de apelación'"contra la Sentencia del
Ju;¡:gado de Primera Instancia núm. 1 de Elche de 4
de mayo de 1990, en 'procedimiento sobre reclamación
de cantidád. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Magistrado' don Julío Diego Gon;¡:ále;¡: Cam­
pos, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El dla 1 de febrera de 1991 tuvo entrada en
el Registro General de este Tribunal el escrito de deman­
da de amparo presentado por don Francisco Javier Rodrí­
gue;¡: Tadey, Procurador de los Tribunales, actuando en
nombre y" representación de don Ramón AndréuCam­
pello, contra el Auto de la Sección Séptima de la Audien­
cia Provincial de Valencia de 21 de noviembre de 1990,
que declaró desierto el recurso de apelación interpuesto
por el hoy recurrente de amparo contra la Sentencia
del Ju;¡:gado de Primera Instancia núm. 1 de Elche de 4
de mayo de 1990.

2. Del examen de la demanda y de las actuaciones
judiciales se desprenden, en lo que interesa al presente
proceso constitucional. los siguientes hechos:

a) En procedimiento sobre reclamación de cantidad.
el Ju;¡:gado de Primera Instancia núm. 1 de Elche dictó
Sentencia, con fecha 4 de mayo de 1990, por la que,
estimando la demanda presentada por «Vicente Coves
e Hijos; Sociedad Limitada», condenó al hoy recurrente
en amparo, don Ramón Andréu Campello, a abonar a
la de/)'landante la suma de 1.490.905 pesetas, más los
intereses legales desdé 111 fecha de interposición de la
demanda.

, b) Interpuesto recurso de apelación contra la citada
Sentencia' por el ahora solicitante de amparo, fue admi­
tido a trámite en ambos efectos y empla;¡:adas las partes
con fecha 17 de mayo de1990 para que, en el plaw
de die;¡: días, comparecieran ante la Audiencia Provincial
de Valencia.

cl La Procuradora doña Teresa Pére;¡: Orero, en
representación de don Ramón Andréu Campello, median­
te escrito presentado el 30 de /)'layo de 1990, solicitó
de la Sección Séptima de la Audiencia Provincial que,

Sala Segunda. Sentencia 77/1993, de 1 de
marzo. Recurso de amparo 220/1991. Contra
Auto de la Audiencia Provincial de Valencia,
que declaró desiertO el recurso de ape/;Jción
contra Sentencia del Juzgado de Primera Ins­
tancia número 1 de Elche, sobre reclamación
de cantidad. Vulneración del derecho a la tute­
la judicial efectiva: interpretación formalista
de las normas procesales.

8627

1-.0 Reconocer el derecho fundamental del recurren­
te a la presunción de inocenéia (art. 24.2 de la Cons­
titución).

ciante, y, con tan escaso bagaje probatorio, el Jue;¡: pro­
cedió a dictar una Sentencia condenatoria que resultó
confirmada en apelación a pesar de la protesta del
recurrente y de la nueva incomparecencia de la denun­
ciante.

De todo lo- dicho se deduce que lo único probado
en autos y que podla tenerse por indubitado en el
momento de dictar Sentencia fue la existencia. misma
de las lesiones. Pero este hecho por sí sólo, no es sufi­
ciente para desvirtuar la presunción de inocencia, ya
que no basta constatar su existencia para inferir de él
una imputación concreta contra una determinada per­
sona. Y evidentemente la declaración sUmarial de la per­
judicada no configura una prueba anticipada o precons­
tituida de imposible reproducción en el juicio oral porque,
como tuvimos ocasión de afirmar en nuestra STC
10/1992, el arto 6.3, d), del Convenio Europeo de, Dere­
chos Humanos reconoce como regla general que todo
acusado posee, entre sus mlnimos derechos, el de «in­
terrogar o hacer interrogar a los testigos que declaren
contra él».

El testimonio obrante en el atestado es reproducible
en el cto del juicio, para su debido contraste y contra­
dicción por las partes y esa reproducción, también lo
dijimos en la Sentencia indicada, es objeto de.. mayor
exigencia cuando, como en esta ocasión, conforma la
única prueba de cargo posible. Y si no se hace asl no
es efica;¡: para enervar la presunción de inocencia.

Todo lo anterior nos lleva a la conclusión de que
en el acto del juicio no hubo prueba alguna sobre la
autorla ni la practicada posee naturale;¡:a de cargo capa;¡:
de destruir la presunción de inocencia, motivo por el
cual este Tribunal se ve ,obligado a amparar el derecho
fundamental que al recurrente le ha sido vulnerado.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

2.° Anular la Sentencia del Ju;¡:gado de Distrito -ac­
tual Ju;¡:gado de ,Instrucción núm. 2- de Ronda, de 13
de,octubre de 1988. recalda en el juicio de faltas núm.
965/87, asl como la posterior del Ju;¡:gado de Instrucción
núm. 1 de Ronda, de28 de mayo de 1990, en el recurso
de apelación núm. 53/88.

FALLO

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo presentada por don
Francisco Rafael Ropero Lorente y, en consecuencia:

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oticial del
Estado».

Dada en Madrid, a uno de mar;¡:o de mil novecientos
noventa y tres.-Luis Lópe;¡: Guarra.-Eugenio Día;¡:
Eimil.-Alvaro Rodrigue;¡: Bereijo.-José Gabaldón
Lópe;¡:.-JuliÓ Diego Gon;¡:ále;¡: Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.


